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Decisión:
Revoca y tutela petición
TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / NOTIFICACIÓN DE LA RESPUESTA / COMPETENCIA A PREVENCIÓN / SALVO CASOS ESPECIALES, CUALQUIER JUEZ ESTÁ HABILITADO PARA CONOCER DE LAS ACCIONES DE TUTELA.
… es necesario recordar que las normas que en principio determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política, y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991, concretamente este último nos dice que: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.”. 

En ese orden de ideas, no puede la Sala pasar por alto que los cánones previamente aludidos llevan implícita una regla de competencia “a prevención”, la cual nos quiere indicar, en términos prácticos, que cualquier autoridad judicial debería estar habilitada para impartir justicia en el caso concreto, siempre y cuando se respete el factor territorial de competencia, que sin duda alguna está acreditado en este caso…
De igual manera, es importante precisar que el Alto Tribunal ha mantenido vigente una línea de pensamiento que consiste en afirmar que los postulados del Decreto 1983 de 2017, que entró a modificar algunos artículos del Decreto 1069 de 2015, no son más que unas pautas genéricas de reparto que de ninguna manera pueden ser interpretadas como reglas específicas de competencia de los jueces de tutela, salvo los casos de competencia especial establecidos por el legislador en la norma…
… el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, cuatro (04) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 
Hora: 3:30 p.m. 
Aprobado por Acta No. 778 
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad el 24 de julio de 2019, por medio del cual resolvió negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA.
ANTECEDENTES:
Se tienen como relevantes los siguientes: 
· El señor Javier Elías Arias Idárraga, en las calendas del 20 de junio de 2019, radicó derecho de petición en la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 
· Según sostuvo el accionante, transcurrido el término de ley no había recibido respuesta que cumpliera con los presupuestos para la efectividad del derecho de petición que radicó en esa entidad.   
PRETENSIONES:
En virtud de los anteriores hechos, pidió el accionante que se tutele su derecho fundamental de petición, y en consecuencia, se le ordene a la accionada que le brinde una respuesta de fondo, en un término que no supere las 48 horas.   

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El conocimiento del presente asunto, le correspondió por reparto del 12 de julio de 2019, al Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación por medio de auto de esa misma fecha, a través de cual ordenó correr traslado de la demanda de tutela y sus anexos a la Defensoría del Pueblo, Regional Risaralda. 
Dentro del término de traslado, la encartada allegó memorial mediante el cual argumentó en su defensa que desde el 9 de julio de 2019 dio respuesta de fondo a cada uno de los planteamientos formulados por el accionante en su derecho de petición. 
Una vez el Juez de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 24 de julio de 2019, negar la solicitud de amparo formulada por el señor Javier Elías, por llegar a la conclusión consistente en que la vulneración a los derechos fundamentales alegada en el libelo no existió. 
IMPUGNACIÓN:
El señor Javier Elías, una vez se notificó de la decisión, procedió mediante correo electrónico a mostrar su inconformidad con el fallo de instancia, indicando que él no recibió en la bandeja principal de su correo electrónico la respuesta a su petición; además, pidió que se decrete una nulidad de la sentencia por falta de competencia del Juez fallador, toda vez que por tratarse la accionante de una autoridad del orden “nacional”, el conocimiento de la acción de tutela debió ser asumido en primera instancia por un Tribunal del Distrito Judicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.
· Problema jurídico:  
En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar en primer lugar si se ha presentado una causal que conlleve a decretar la nulidad de lo actuado por falta de competencia del Juez A-Quo, tal como lo ha reclamado el recurrente en su impugnación; y de no ser así, se deberá analizar si la decisión opugnada es atinada cuando en la misma se concluye que no se presentó la vulneración a los derechos fundamentales que reclamaba el accionante. 
· Solución: 

Para desarrollar el primer tópico, es necesario recordar que las normas que en principio determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política, y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991, concretamente este último nos dice que: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.”. 

En ese orden de ideas, no puede la Sala pasar por alto que los cánones previamente aludidos llevan implícita una regla de competencia “a prevención”, la cual nos quiere indicar, en términos prácticos, que cualquier autoridad judicial debería estar habilitada para impartir justicia en el caso concreto, siempre y cuando se respete el factor territorial de competencia, que sin duda alguna está acreditado en este caso, si tenemos en consideración que los hechos demandados presuntamente tuvieron ocurrencia en la ciudad de Pereira, que corresponde al Distrito Judicial donde ejerce sus funciones el Juez de conoció en primera instancia de la presente acción. 

Frente al tema, ha sostenido el Órgano de Cierre Constitucional que: 

“… la expresión "a prevención" significa "que un juez conoce de una causa con exclusión de otros que eran igualmente competentes, por habérseles anticipado en el conocimiento de ella". Además, los artículos citados no distinguen la clase o jurisdicción de los juzgadores que pueden ocuparse de las acciones de tutela, de donde se infiere que todos son competentes, sin perjuicio, claro está, del factor territorial y la exigencia de que la presentación de las demandas se haga en un despacho que permita el eventual desarrollo de una segunda instancia.”
De igual manera, es importante precisar que el Alto Tribunal ha mantenido vigente una línea de pensamiento que consiste en afirmar que los postulados del Decreto 1983 de 2017, que entró a modificar algunos artículos del Decreto 1069 de 2015, no son más que unas pautas genéricas de reparto que de ninguna manera pueden ser interpretadas como reglas específicas de competencia de los jueces de tutela, salvo los casos de competencia especial establecidos por el legislador en la norma, esto es, que se trate de acciones de amparo impetradas en contra de medios de comunicación, o en contra de las autoridades en el ejercicio de funciones jurisdiccionales, a lo que se debe sumar el ya aludido factor territorial. 
En el caso bajo estudio, encontramos que según las reglas de reparto trazadas por el Decreto 1983 de 2017, concretamente el contenido del numeral 1º, podríamos afirmar que en principio la acción de tutela bien pudo ser repartida a un Juzgado de rango Municipal de este Distrito Judicial, no del Tribunal como erradamente apuntó en su recurso el accionante, teniendo en consideración que los reproches estaban dirigidos en contra de la Defensoría del Pueblo, Regional Risaralda, entidad del orden departamental; sin embargo, el hecho de que el Juzgado Primero Penal del Circuito le hubiese dado el trámite regular a la presente actuación, o no obsta para decretar la nulidad de la misma, porque si nos atenemos a lo explicado en párrafos anteriores, es evidente que no nos encontraríamos ante uno de los eventos que hagan aplicable las reglas de competencia especial, y que el Despacho de marras se acogió a los parámetros de la competencia a prevención, a lo que se debe sumar que su conocimiento del asunto le permitió al accionante ejercer válidamente el recurso de impugnación, con lo cual se ve visiblemente respaldado su derecho al debido proceso.  
Quiere decir lo anterior, que la petición de nulidad deprecada por el impugnante no prosperará, acorde con lo cual, se pasará a estudiar el segundo ítem formulado entre los problemas jurídicos, que consiste en establecer si la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda vulneró el derecho fundamental del señor Javier Elías Arias Idárraga. 
· Sobre el derecho fundamental de petición: 

El artículo 23 de nuestra Constitución establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…) d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
”
Por otro lado, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1° (sustituyendo el Canon 14 de la Ley 1437 de 2011) los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de petición, así: 
“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”
Aterrizando dichos presupuestos al asunto que nos ocupa, la Sala puede concluir del mismo lo siguiente: 
1. Está demostrado que el señor Javier Elías Arias Idárraga elevó derecho de petición ante la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en las calendas del 20 de junio de 2019.
 

2. De igual manera, se comprobó que 16 de julio de 2019 la Defensoría del Pueblo dio respuesta al escrito del accionante, resolviendo uno por uno los tópicos señalados por él en dicho memorial, de manera clara, puntual y con los argumentos de hecho y de derecho que le eran aplicables a cada interrogante o pedimento formulado por el actor.
 
3. A pesar de lo anterior, la Sala no cuenta con elementos suficientes que permitan advertir que al señor Javier Elías Arias Idárraga se le hubiera notificado de manera efectiva la mencionada contestación, pues si bien en el cuaderno reposa un documento denominado “Datos de envío”, el mismo no funge como una prueba, certificación o constancia de la remisión del documento, tanto es así que en el mismo no se reconoce la fecha en que se envió, el destinatario, el contenido del mensaje, ni tampoco la confirmación de su recibido. 
Ante esas circunstancias, si atendemos los postulados establecidos jurisprudencialmente para el derecho de petición, se obvia uno de los requisitos indispensables para su efectividad, el cual gira en torno a que la respuesta proferida por la entidad a la cual se le hace la petición respetuosa debe ser puesta en conocimiento del peticionario de manera efectiva, pues de lo contrario nos encontraríamos ante una vulneración a la mentada prerrogativa constitucional.

Partiendo entonces de lo anterior, es claro que lo dicho por la entidad accionada, a pesar de haberse soportado con documentos probatorios que dan certeza de la expedición de una respuesta con destino al titular de los derechos reclamados, no cumple con el requisito de notificación, el cual es a todas luces indispensable, pues sólo de esa manera se pueden llegar a materializar en favor del invocante los derechos de defensa y contradicción en caso de  presentar alguna inconformidad frente a la misma.   

Atendiendo lo dicho hasta ahora, no le queda a esta Colegiatura otra alternativa diferente que revocar la decisión de primer grado, puesto que a la luz del precedente jurisprudencial expuesto en párrafos anteriores, sobre los elementos que deben ser valorados por los jueces de tutela para establecer si se ha desconocido el derecho fundamental de petición, se puede colegir con facilidad que los escritos presentados carecen de uno de los elementos que constituyen el núcleo fundamental del mencionado derecho: “Ser puesta en conocimiento del peticionario.”
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, el 24 de julio de 2019, y en su lugar, TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA que, en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, notifique de manera efectiva al accionante el contenido de la respuesta al derecho de petición que motivó la interposición de la presente acción de tutela. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

   JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado





   Magistrado
� Sentencia T-219 de 2001.


� Ver folio 2. 


� Ver folio 10 y ss. 
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